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                                                               Aprobado por Acta No. 168
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Desata la Sala por medio del presente fallo, la impugnación presentada por el accionante, señor RODRIGO OROZCO GUITÉRREZ, contra el fallo de tutela proferido por la señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira, dentro del trámite constitucional impetrado, donde aparece  como accionada LA RED DE SOLIDARIDAD Seccional de Pereira.
1.- SOLICITUD  

Señala el accionante que desde el día siete (7) de diciembre de dos mil cinco (2005) presentó derecho de petición ante la Oficina de la Red de Solidaridad “Acción Social”, con fundamento en el artículo 23 constitucional y las Leyes 57 de 1985 y  918 de 2004, que garantizan la libertad de investigación periodística.
Vencidos los términos de ley, no recibió la copia de los documentos solicitados, lo que demuestra una ostensible violación a las disposiciones mencionadas. Considera violentada la garantía de petición y solicita por intermedio del mecanismo constitucional, se ordene a la Directora de la Red de Solidaridad, resuelva en el menor tiempo posible la petición elevada y, además, explique la razón por la cual le fue enviada una carta de respuesta del veintitrés (23) de diciembre de dos mil cinco (2005), de la cual firmó el recibido poniéndole fecha y hora, lo cual prueba la veracidad de sus afirmaciones. Pide también, se apliquen las sanciones contempladas en la Ley 57 de 1985 con el fin de que a futuro no se vulneren la ley y los derechos ciudadanos.
2.- FALLO

La señora Juez de instancia, luego de analizar el contenido de la respuesta suministrada por la entidad accionada, en el sentido que no le podía entregar los nombres de las personas desplazadas que figuraban en sus registros, por ser información confidencial a la cual solamente tenían acceso precisas entidades gubernamentales; concluyo que no era procedente otorgar el amparo pedido.
Tuvo en cuenta la señora falladora de primera instancia, que la obligación de las autoridades consistía no en acceder a la petición, sino en resolverla en tiempo oportuno y dado que la respuesta había sido suministrada desde el veintitrés (23) de diciembre -así se desprendía de los documentos allegados por el actor-, la misma se había producido dentro del término señalado para ello.
3.- IMPUGNACIÓN

La inconformidad del actor, consiste en que en su concepto, los términos para suministrar la respuesta, vencían el día dieciséis (16) de diciembre. Al no recibir la respuesta, se dirigió a la Red de Solidaridad el día cuatro (4) de enero de dos mil seis (2006), pero al reclamar la respuesta, no fue hallada por los empleados. Ese mismo día a las 4:30 de la tarde llegó un mensajero a su oficina y le entregó un oficio con la contestación a su derecho de petición, de lo cual deduce que el mismo fue elaborado el mismo día de su reclamación, tal como se desprendía de la constancia de recepción que él hiciera, con la fecha real de entrega.
Estima que el señor Juez -sic- ni siquiera pensó en investigar la veracidad del oficio, caso contrario el fallo de tutela hubiera sido diferente. La norma constitucional y el decreto reglamentario eran claros en que la respuesta debía darse en tiempo oportuno, lo cual no ocurrió.

Por lo demás, estima que se está impidiendo su labor profesional en demérito de las mismas entidades oficiales dedicadas a la protección social como lo es la Organización No Gubernamental FUNDACIÓN NUEVA VIDA, de la cual es su presidente y por ende el representante legal. Solicita que se le pida a la RED DE SOLIDARIDAD la entrega de los documentos solicitados por no encontrar en ellos secretos de Estado y menos profesionales, a los cuales tiene derecho por ser Periodista Profesional. Pide un verdadero fallo en derecho.

4.- SE CONSIDERA

De conformidad con la reglamentación pertinente, artículos 86 y 115 constitucionales y decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000, la Sala es competente para desatar la impugnación hecha del fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito, en su rol de juez constitucional.

Tal vez una de las garantías constituciones fundamentales más desarrolladas jurisprudencialmente sea aquella concerniente con el Derecho de Petición, consagrado en el art. 23 de la Constitución Nacional, cuyo objetivo es precisamente garantizar a las personas dentro de un término previamente definido, una decisión de fondo que les permita, por ejemplo, establecer una estrategia a seguir. Al respecto, se ha dicho: 
La garantía de que se trata se satisface sólo con respuestas. Las evasivas, las dilaciones, las confusiones, escapan al contenido del artículo 23 de la Constitución. En el marco del derecho de petición, "sólo tiene la categoría de respuesta, aquello que decide, que concluye, que afirma una realidad, que satisface una inquietud, que ofrece certeza al interesado"

Por manera que comparada la contestación suministrada por la entidad accionada frente a la petición elevada por el señor RODRIGO ARNOLDO OROZCO GUTIÉRREZ, se observa que en efecto la entidad demandada ha emitido decisión de fondo mediante la cual informa que dada la prohibición existente, consagrada en el Decreto 2132 de 2003, no es posible revelar la información pedida, en consideración al carácter de confidencialidad que presenta la situación de la población desplazada. A renglón seguido, se le informó al petente, que existían algunas entidades oficiales que podían acceder a tal base de datos.
Así las cosas, no ve viable la Sala, disponer por este medio excepcional que la información solicitada le sea entregada al actor, porque como se vio, existe una prohibición legal que impide proceder en tal dirección, sin que pueda el Juez en sede de tutela adoptar una determinación contraria. En efecto, se tiene que el artículo 19 del Código Contencioso Administrativo señala que el derecho a consultar los documentos que reposen en las oficinas públicas, sólo puede ser restringido cuando los mismos tengan carácter reservado conforme a la Constitución o a la ley; por tanto, la decisión así tomada por la entidad accionada no está  cimentada en el capricho o la arbitrariedad, sino en el cumplimiento de una norma que de manera tajante impide la difusión de una información que es sensible para garantizar la vida y la seguridad de las personas que por una u otra razón se vieron forzadas a abandonar su lugar de origen.
En el otro aspecto de la impugnación, se tiene que si bien es cierto, el Decreto 01 de 1984 CCA señala precisos términos para resolver las peticiones, en particular lo relacionado con la consulta de documentos de que trata el artículo 19, para cuyo efecto se contempla un término de diez (10) días de conformidad con el artículo 22, la forma en que el actor los contabiliza no se ajusta al normal entendimiento en la materia. 
De manera didáctica, podríamos decir que ese procedimiento de conteo debe ser el siguiente: Presentada la solicitud el siete (7) de diciembre, el término comienza a correr a partir del día siguiente. Ocurre, que el ocho (8) de diciembre es un día festivo y, por tanto, el primer día hábil de que se dispone para ofrecer la respuesta, lo sería el nueve (9) de diciembre. También es preciso excluir de este lapso, los días sábados y domingos al no ser laborables; en consecuencia, el término de diez (10) días no concluía el dieciséis (16), sino el día veintidós (22) de diciembre.
De todas formas, sea que la respuesta se hubiera entregado el día veintitrés (23) de diciembre como lo afirma la entidad accionada, o el cuatro (4) de enero siguiente, como lo expresa el actor, la verdad es que para ambas fechas, ya había concluido el tiempo para ello. Muy a pesar de ello, esa mera situación no permite per se hacer que la acción de tutela prospere, porque es insoslayable que para el momento en que se acudió a este excepcional trámite constitucional, ya el actor tenía en sus manos la contestación contentiva de la determinación tomada por la Administración respecto de la petición elevada; es decir, la presunta vulneración presentada era un hecho superado y por tanto, razón le asistió a la señora Juez de primera instancia para denegar el amparo pedido y por ende, su decisión debe ser necesariamente confirmada.

Y no podía ser de otra forma, ya que se impone la premisa que señala que el Juez en sede de tutela no debe proferir fallos INOCUOS, es decir, que de nada sirve emitir una orden de algo que ya se ha realizado, tal como lo ha sentado la jurisprudencia constitucional que se refiere al hecho superado. Vale la pena transcribir en este punto, aparte de lo que se ha dicho al respecto, por ejemplo en la Sentencia T-028/99:
La decisión de tutela carece de objeto cuando, en el momento de proferirla, encuentra que la situación expuesta en la demanda, que había dado lugar a que el supuesto afectado intentara la acción, se ha modificado sustancialmente, de tal manera que ha desaparecido toda posibilidad de amenaza o de daño a los derechos fundamentales. Siendo la defensa de éstos la justificación y el propósito de esta forma expedita de administrar justicia constitucional en el caso concreto, ningún sentido tiene que el fallador imparta órdenes de inmediato cumplimiento en relación con unas circunstancias que pudieron configurarse en el pasado pero que, al momento de cumplirse la sentencia, no existen o, cuando menos, presentan características totalmente diferentes a las iniciales.
No significa lo anterior, que la Sala convalide la actuación surtida por la Acción Social, antes denominada RED DE SOLIDARIDAD, dado que su obligación era suministrar la respuesta dentro del término expresamente señalado por la Ley.
5.- DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
Primero: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por la señora Juez Primera Penal del Circuito, que fuera impugnado. 
SEGUNDO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE     


 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
� Corte Constitucional. Sentencias T 198 y T 1774 de 2000. 
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